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León, Guanajuato, a 15 quince de febrero del año 2012, dos mil doce. . .  . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 247/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado por la ciudadana MILAGROS GUADALUPE MORENO PONCE, en contra del Director de Atención contra Riesgos Sanitarios del  Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que haciendo un estudio integral del escrito de demanda se determina que la actora impugna la resolución administrativa, de fecha 26 veintiséis de mayo de 2011 dos mil once, suscrita por el Director de Atención contra Riesgos Sanitarios de este Municipio, en el expediente número 55/11/08-E, a través de la cual se le impone una multa por la cantidad de $567.00 (quinientos sesenta y siete pesos 00/100 moneda nacional), por no contar con el alta de funcionamiento de estética; la existencia de esta resolución se encuentra acreditada en autos de este Juicio, con el original de la citada resolución, documento que obra en el sumario. .  . 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a  instancia de  parte debe proceder al  análisis de las causales de improcedencia o de sobreseimiento previstas en estos artículos respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .      

La autoridad demandada en la contestación aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261 fracción VII relacionándola con la fracción VII del artículo 265 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que de los conceptos de impugnación no se desprende una relación jurídica tendente a demostrar el perjuicio sufrido con el acto administrativo, es decir, no expresa agravios. Causal de improcedencia que no se CONFIGURA, en razón de que realizando un minucioso análisis del escrito de demanda se concluye que la actora si expresa conceptos de impugnación, puesto que expone razonamientos lógicos y jurídicos tendentes a desvirtuar la ilegalidad de la resolución impugnada; pues, a pesar de que indica los artículos 14 y 16 Constitucionales, como preceptos violados en su perjuicio, de las razones que manifiesta del por qué se da la vulneración de esos preceptos, se desprende el artículo del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, vulnerado en su perjuicio, por tal motivo de la argumentación vertida se desprende la causa de pedir, puesto que podemos deducir el o los artículos y el Ordenamiento Legal que se dejaron de aplicar en perjuicio de la parte actora, ya que alega violaciones a la garantía de audiencia por vicios en el procedimiento administrativo. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.”, en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de la anterior causal de improcedencia y estimando que de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que la actora en el primer concepto de impugnación en lo toral aduce que la autoridad demandada agregó su nombre a la multa previamente impuesta a una diversa persona contra la que se instauró el procedimiento de verificación expediente número 55/11/08-E y no conoce a dicha persona, tiene su domicilio en el local comercial que ocupa la actora, lo que constituye una flagrante violación al procedimiento, ya que se le impone una multa sin que previamente se haya instaurado algún procedimiento en su contra; en el segundo concepto de impugnación sigue manifestando en esencia que la multa impuesta a una persona de nombre Jose Dolores Campos Martínez y a la impetrante, sin que se haya seguido en su contra procedimiento legal alguno se le conculca su garantía de debido proceso legal. Mientras que la autoridad demandada centra la contestación de la demanda en cuanto a la inoperancia de los conceptos de impugnación y en el argumento de que el Juzgado  Administrativo Municipal no le  corresponde  estudiar 
agravios de Constitucionalidad, si no sólo de legalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En principio, se precisa que estos conceptos de impugnación se analizarán de manera conjunta, en razón de que la argumentación lógica y jurídica expresada en los mismos, tiene relación entre sí. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Y, en segundo lugar, se aclara que en el escrito de demanda si se expresan conceptos de impugnación, por lo señalado en el penúltimo párrafo del considerando que antecede; y, por otro lado, no le asiste la razón a la autoridad demandada respecto al argumento de que el Juez Administrativo no debe estudiar agravios de Constitucionalidad, en virtud de que el Órgano de Control de Legalidad, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 303 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, tiene la facultad de analizar los actos apoyados en Reglamentos, Decretos, Circulares y demás Disposiciones de Carácter General y en su caso determinar si contravienen o no las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, y de las leyes que de una y otra emanen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No obstante lo anterior, la garantía del debido proceso se contempla a favor de los administrados en el artículo 137 fracción VIII, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tal motivo quien juzga estudiará los conceptos de impugnación desde el punto de vista de su legalidad, pues como se dijo en el considerando anterior de la argumentación expresada se desprende la causa de pedir. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Aclarado lo anterior, es menester señalar que el procedimiento administrativo en el ámbito Municipal constituye una Garantía Individual tutelada por el artículo 14 Constitucional y un derecho subjetivo administrativo protegido por el artículo 137, fracción VIII, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; de este modo, la doctrina administrativista sostiene que el procedimiento administrativo constituye un instrumento formal que tiene como finalidad inmediata preparar, formar, producir o ejecutar el acto administrativo, mientras que conforme a lo estipulado por el artículo 132 del mismo Código, el procedimiento administrativo persigue la tutela de los derechos subjetivos y los intereses jurídicos de los particulares. Sin embargo, los procedimientos administrativos especiales se rigen por los Ordenamientos Legales que los establecen y en lo no previsto se regularan de manera supletoria por el referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Así, las formalidades del procedimiento administrativo de verificación o inspección en materia sanitaria, se establecen en los artículos 277, 278, 307, 309 y 311 de la Ley de Salud del Estado de Guanajuato, el cual se integra de las siguientes etapas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . .  
1.- Emisión de la orden de verificación que deberá contener estos requisitos: forma escrita; nombre del verificador que practicará la visita; nombre, denominación o razón social del titular del establecimiento o giro; domicilio en que habrá de practicarse la visita, precisando el lugar o zona que ha de verificarse; objeto de la visita y su alcance; y, las disposiciones legales que la funden y motiven (artículo 277). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
2.- Levantamiento de la Diligencia de Verificación Sanitaria conforme a estas reglas: Al inicio de la visita en el acta respectiva se anotará, que el verificador exhibe la credencial vigente, que lo acredite legalmente para desempeñar su función, expedida por la autoridad sanitaria competente; al inicio de la visita, requerir a la persona con quien se entienda la diligencia para que proponga dos testigos que permanecerán durante el desarrollo de la visita, de negarse o ante la ausencia del visitado, los designará la autoridad que practique la verificación, haciendo contar el nombre, domicilio y firma de los testigos; describir de manera circunstanciada las deficiencias o anomalías sanitarias observadas, en su caso, indicar las medidas de seguridad que se ejecuten; al concluir la verificación, dar oportunidad a la persona con quien se entienda  la visita, de manifestar lo que a su derecho convenga y la firma en el propio documento, del que se le entregará una copia (artículo 278). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
3.- La citación a la audiencia de alegatos y pruebas: turnada el acta de verificación, la autoridad sanitaria competente citará al presunto infractor personalmente o por correo certificado con acuse de recibo, para que dentro del término no menor de 5 cinco ni mayor de 15 quince días, comparezca a manifestar lo que a su derecho convenga y ofrezca las pruebas que estime procedentes (artículo 307). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
4.- Se dicta la resolución a través de la cual se califica la infracción: Una vez oído al presunto infractor o a su representante legal y desahogadas las pruebas ofrecidas y  admitidas, se dicta la resolución que en derecho procede, dentro de los 5 cinco días hábiles siguientes (artículo 309). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
5.- Se notifica  la resolución en forma personal o por correo certificado con acuse de recibo al interesado o a su representante legal (artículo 309). . . . . . . . . . . 
6.- La ejecución de la resolución previo levantamiento de un acta circunstanciada de la diligencia respectiva (artículo 311). . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . 

Siendo lo anterior de esta manera, es evidente que la autoridad demandada le impuso a la parte actora la multa impugnada, sin sujetarse a la formalidad prevista en los artículos señalados en supralíneas, aún y cuando, el Director de Atención contra Riesgos sanitarios, se encuentra constreñido a agotar el procedimiento administrativo de verificación de manera previa a la calificación de la infracción administrativa, pues como se dijo este persigue la tutela de los derechos subjetivos y los intereses jurídicos de los particulares, así como la protección de la legalidad y la justicia en el funcionamiento de la Administración Pública Municipal, según lo estipulado por el artículo 132 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, aplicado supletoriamente Ley de Salud del Estado de Guanajuato; en consecuencia, la multa impugnada, debió imponerse al impetrante previa observancia de las formalidades establecidas en los artículos 277, 278, 307, 309 y 311 de la aludida Ley de Salud. . 
Bajo esta tesitura, no existe impedimento para concluir que en el caso que se resuelve no se respetaron las formalidades esenciales para la práctica de la visita de verificación o inspección, puesto que no existió orden y visita de verificación, citación, audiencia de calificación de la infracción, de manera previa a la resolución impugnada, entonces en la especie, estamos en presencia de un procedimiento administrativo irregular, al no satisfacerse el elemento de validez de los actos o resoluciones administrativas previsto por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por ende, es el caso que la omisión de la orden de visita viola de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, por lo que, de acuerdo a lo previsto por el artículo 143, párrafos primero y segundo, en relación con el 300 fracción II, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente la declaración de la nulidad de la resolución combatida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución administrativa,  de fecha 26 veintiséis de mayo de 2011 dos mil once, suscrita por el Director de Atención contra Riesgos Sanitarios de este Municipio, en el expediente número 55/11/08-E, a través de la cual se le impone una multa por la cantidad de $567.00 (quinientos sesenta y siete pesos 00/100 moneda nacional), por no contar con el alta de funcionamiento de estética; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas  expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 15 DE FEBRERO DEL 2012, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 247/2011-JN.


